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Accionante: Alexander Ordoñez García y Nilson Fabián Alvis Tapias
Accionado: Juzgado Penal del Circuito Especializado de Santa Marta

HABEAS CORPUS- Objeto / HABEAS CORPUS- Procedencia / HABEAS CORPUS- Únicamente puede prosperar cuando la violación de las garantías provengan de una actuación ilegal extraprocesal.

LIBERTAD POR VENCIMIENTO DE TÉRMINOS – Norma aplicable al caso concreto  /  LIBERTAD POR VENCIMIENTO DE TÉRMINOS- El termino para acceder al beneficio de libertad provisional es de 120 días si la Audiencia de Formulación de Acusación se efectuó en vigencia de la Ley 1453/11 duplicados, según el caso, en virtud de la Ley 1474 de 201.
PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD EN LA DEMANDA DE HABEAS CORPUS- Sólo opera cuando esos términos de la fase del juicio se contabilizan conforme las normas procedimentales reguladas por la Ley 906 de 2004 (artículo 175) previo a la modificación realizada por el artículo 49 de la Ley 1453 de 2011.
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I. ASUNTO
Procede la Sala a resolver la acción pública de Habeas Corpus presentada por los doctores ALBERTO ESGUERRA GONZALEZ y ROMELIO ENRIQUE JIMENEZ ROJANO anunciándose como apoderados de los procesados ALEXANDER ORDOÑEZ GARCÍA y NILSON FABIAN ALVIS TAPIAS, contra el JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE SANTA MARTA.

II. HECHOS

En la demanda de Habeas Corpus presentada por los doctores ALBERTO ESGUERRA GONZALEZ y ROMELIO ENRIQUE JIMENEZ ROJANO anunciándose como apoderados de los señores ALEXANDER ORDOÑEZ GARCÍA y NILSON FABIAN ALVIS TAPIAS, manifestaron que actualmente cursa en el JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE SANTA MARTA en contra de sus prohijados proceso penal por el delito CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO, que se encuentran privados de la libertad desde el 1 de junio de 2011 y que el día 1 de julio de 2011 el Fiscal Doce adscrito a la Unidad Nacional contra Bandas Emergentes presentó escrito de acusación.

Realizaron un recuento procesal de cada una de las audiencias programadas y realizadas al interior de la causa penal desde el miércoles 9 de noviembre de 2011 hasta el 12 de marzo de la presente anualidad, fecha en la cual la Juez Primera Penal Municipal Ambulante de Santa Marta no concedió a los actores la libertad provisional por vencimiento de términos.
Anotaron que a la fecha de hoy han trascurrido 9 meses desde la presentación del escrito de acusación, que la captura de sus prohijados se hizo efectiva el 1 de junio del año 2011 y que la Ley 1453 de 2011 entró a regir a partir del 24 de junio de 2011, por lo cual la juez de garantías convirtió la citada norma en retroactiva en disfavor de sus defendidos lo cual genera una violación de los derechos fundamentales de los actores al negársele su derecho a la libertad por vencimiento de términos.
Señalaron que sus defendidos actualmente se encuentran ilegalmente privados de la libertad porque en la audiencia que se celebró el día 3 de noviembre de 2011 el Juez Primero Penal Municipal Ambulante de esta ciudad al negar la solicitud de libertad por vencimiento de términos manifestó que a la fecha de dicha audiencia habían transcurrido 124 días sin descontar los 56 días que la causa estuvo en apelación, es decir 68 días, por lo cual no era procedente el beneficio liberatorio pero afirman que a la fecha actual han transcurrido 231 días por lo cual resulta de gran extrañeza la decisión de la Juez Primera Penal Municipal Ambulante de Santa Marta adiada 12 de marzo de 2012 al negar la solicitud de libertad aduciendo que la Ley 1453 podía ser aplicada en este evento.    

Concluyeron que los actores se encuentran privados de la libertad por una orden de autoridad competente, lo cual indica que la privación inicial de la libertad no fue arbitraria ni mucho menos ilegal. De lo cual se desprende que es el Magistrado que corresponda por reparto el llamado a evaluar la situación jurídica de los procesados ante la inexistencia de otra figura jurídica. 

IV. ACTUACIÓN PROCESAL

 
La presente acción de habeas corpus fue recibida en el día de ayer, 20 de marzo de 2.012, a las 5:00 P.M., e inmediatamente se dio curso a la misma disponiendo las comunicaciones pertinentes a efectos de obtener información sobre la investigación penal en contra de los accionantes ALEXANDER ORDOÑEZ GARCÍA y NILSON FABIAN ALVIS TAPIAS. Así mismo, se dispuso oficiar al JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE SANTA MARTA y al Juzgado Primero Penal Municipal Ambulante de la misma ciudad, a fin de obtener información sobre todo lo concerniente a la privación de la libertad de los citados.   

En respuesta a las anteriores solicitudes, se recibió el expediente contentivo del proceso que obra contra el señor ORDOÑEZ GARCIA y otros por los delitos de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO.
Así mismo el Juzgado Primero Penal Municipal Ambulante de Santa Marta rindió informe en sede de la presente acción, en el cual una vez realizada una reseña procesal de lo acontecido en la causa seguida en contra de los actores manifestó que las normas procesales son de efecto general inmediato, por lo cual la normatividad aplicable al caso concreto es la 1453 de 2011 y en virtud de ella no hubo lugar a conceder a los procesados el beneficio de libertad por vencimiento de términos desatada en audiencia de fecha 12 de marzo de la presente anualidad.
Es de precisar que con base a la inspección judicial realizada al expediente, y observando que se trata de una situación netamente de términos no hubo necesidad de citarlo a entrevista.
V. CONSIDERACIONES

La acción pública del Habeas Corpus como derecho fundamental constitucional (art. 30) tiene por objeto proteger al ciudadano en su libertad física, quien podrá invocarla por sí mismo o por interpuesta persona cuando se considere que ha sido capturado con violación de las garantías constitucionales o legales, o se ha prolongado ilegalmente la privación de la libertad. 

Sobre la procedencia del habeas corpus, la Corte Constitucional conceptuó en sentencia T-260 de 1999, con ponencia del Magistrado Eduardo Cifuentes Muños, lo siguiente:

“Según el derecho vigente, la garantía de la libertad personal puede ejercerse mediante la acción de Habeas Corpus en alguno de los siguientes eventos: (1) siempre que la vulneración de la libertad se produzca por orden arbitraria de autoridad no judicial; (2) mientras la persona se encuentre ilegalmente privada de la libertad por vencimiento de los términos legales respectivos; (3) cuando, pese a existir una providencia judicial que ampara la limitación del derecho a la libertad personal, la solicitud de Habeas Corpus se formuló durante el período de prolongación ilegal de la libertad, es decir, antes de proferida la decisión judicial; (4) si la providencia que ordena la detención es una auténtica vía de hecho judicial.”
En otra oportunidad la Corte Suprema de Justicia, definió que la acción pública de Habeas Corpus procede básicamente ante dos situaciones:

“1.- Cuando la aprehensión de una persona se lleva a cabo por fuera de las formas o especies constitucional y legalmente previstas para ello, como son: con orden judicial previa (arts 28 C Pol, 2 y 297 L 906/94), flagrancia (arts. 345 L 600/00 y 301 L 906/04), públicamente requerida (art. 348 L 600/00) y administrativa (C-24 enero 27/94), esta última con fundamento directo en el artículo 28 de la Constitución y por ello de no necesaria consagración legal, tal como sucedió -y ocurre- en vigencia de la Ley 600 de 2000.

2.- Cuando ejecutada legalmente la captura la privación de libertad se prolonga más allá de los términos previstos en la Carta Política o en la ley para que el servidor público i) lleve a cabo la actividad a que está obligado (escuchar en indagatoria, dejar a disposición judicial el capturado, hacer efectiva la libertad ordenada, etc.), o ii) adopte la decisión que al caso corresponda (definir situación jurídica dentro del término, ordenar la libertad frente a captura ilegal -arts. 353 L 600/00 y 302 L 906/04- entre otras)” (Auto del 27 de noviembre de 2.006. Rad. 26.503. M.P. Dr. Alfredo Gómez Quintero).

Por tanto, atenidos a los fundamentos legales y jurisprudenciales, se tiene que la acción de Habeas Corpus únicamente puede prosperar cuando la violación de las garantías provengan de una actuación ilegal extraprocesal,  pues  en  tanto  se  controvierta  el  derecho  a  la  libertad  de alguien  que  esté  privado  de  ella  legalmente,  tal  discusión  debe  plantearse dentro del proceso.

En el caso concreto, se tiene que los señores ALEXANDER ORDOÑEZ GARCÍA y NILSON FABIAN ALVIS TAPIAS se encuentran actualmente privados de la libertad con ocasión a la medida de aseguramiento que le fue impuesta por el Juzgado Primero Penal Municipal Ambulante de Santa Marta el día 4 de junio de 2011 una vez fue legalizada su captura que data del 1 de junio de 2011, que el día 1 de julio de ese mismo año la Fiscalía cognoscente presentó escrito de acusación en contra de los procesados, que se convocó a audiencia de formulación de acusación para los días 15, 27, 28 julio, 4, 12, 25 de octubre, 1, 9, 21 noviembre de 2011, fechas en las cuales no fue posible llevar a cabo la citada diligencia por motivos no atribuibles al JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE SANTA MARTA, el cual finalmente verificó la audiencia de formulación de acusación el día 6 de diciembre de 2011 en contra de los actores como coautores responsables del delito de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO. Que la defensa técnica de los procesados ha solicitado la libertad provisional por vencimiento de términos, razón por la cual a efectos de determinar los términos de las actuaciones del proceso de radicado 2011-00922 seguido por la Fiscalía contra los señores EDGAR ENRIQUE OJITOS ESCOBAR, WILFRIDO MARTIN TORRES FIERROS, FAID GREGORIO LÓPEZ YEPEZ, JAVIER ENRIQUE MERCADO POLANCO, NILSON FABIAN ALVIS TAPIA, LUIS CANDELARIO CRUZATE HENAO, ALEX FABIAN RAMIREZ MENDEZ, ALEXANDER ORDOÑEZ GARCÍA, JOSÉ LUIS OCHOA REYES, MANUEL ENRIQUE LÓPEZ BARRIOS Y SEBASTIAN LAUREANO ARIAS SANDOVAL se hizo necesario realizarle una inspección judicial al mismo.
 La causal de libertad a que hace referencia el actor se encuentra consagrada en el artículo 317 numeral 5 de la Ley 906 de 2004 que reza:

5. Cuando transcurridos sesenta (60) días contados a partir de la fecha de la formulación de la acusación, no se haya dado inicio a la audiencia a de juicio oral.

Dicha norma fue modificada por el artículo 30 de la Ley 1142 de 2007, el cual preceptua:
5. Cuando transcurridos noventa (90) días, contados a partir de la fecha de la presentación del escrito de acusación, no se haya dado inicio a la audiencia de juicio oral.
De igual manera lo dispuesto por la anterior norma, fue modificado por el artículo 61 de la Ley 1453 de 2011 de la siguiente manera:
5. Cuando transcurridos ciento veinte (120) días contados a partir de la fecha de la formulación de la acusación, no se haya dado inicio a la audiencia de juzgamiento.
Finalmente la norma fue adicionada por el artículo 38 la Ley 1474 de 2011, el cual establece:
El artículo 317 de la Ley 906 de 2004 tendrá un parágrafo segundo, el cual quedará así:

Parágrafo 1º. En los procesos por delitos de competencia de los jueces penales del circuito especializados, por delitos contra la Administración Pública y por delitos contra el patrimonio económico que recaigan sobre bienes del Estado respecto de los cuales proceda la detención preventiva, los términos previstos en los numerales 4 y 5 se duplicarán cuando sean tres (3) o más los imputados o los delitos objeto de investigación.

Ahora bien, en efecto se evidencia que a la fecha de hoy 21 de marzo de 2012, han trascurrido desde la formulación de acusación 107 días calendario sin que se hubiere iniciado la audiencia de juicio oral, encontrándose la causa actualmente en sede de audiencia preparatoria.

De acuerdo a lo anterior encuentra la Sala Unitaria que la discusión radica respecto de cuál es la norma aplicable al caso concreto, pues de ello se deriva el término aplicable y la consecuente procedibilidad de la libertad por vencimiento de términos. Para ello resulta necesario traer a colación el artículo 40 de la ley 153 de 1887, el cual se refiere a la aplicación de las normas procesales en el tiempo el cual reza lo siguiente:
“Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. Pero los términos que hubieren empezado a correr, y las actuaciones y diligencias que ya estuvieren iniciadas, se regirán por la ley vigente al tiempo de su iniciación”.

Así las cosas resulta claro que el artículo 61 la Ley 1453 de 2011, la cual empezó a regir a partir del 24 de junio de 2011, es aplicable al proceso penal que se sigue en contra de los actores, toda vez que la audiencia de formulación de acusación se llevó a cabo el 6 de diciembre de 2011, fecha posterior a la entrada en vigencia de la citada Ley de Seguridad Ciudadana.
Ello significa que el termino para acceder al beneficio de libertad provisional se cuenta desde la audiencia de formulación de acusación y que el mismo corresponde a 120 veinte días, duplicados en virtud de la Ley 1474 de 2011, toda vez que al interior del presente proceso penal existen más de 3 procesados, normatividad que dicho sea de paso comenzó a regir a partir del 12 de julio de ese mismo año, es decir con anterioridad a la formulación de acusación. 

        De lo que se viene de enunciar es claro que razón le asiste a la Juez Primera Penal Municipal Ambulante de Santa Marta al no acceder a la solicitud de libertad incoada por los procesados en aplicación de la Ley 1453 de 2011, toda vez que el termino para que haya lugar a dicho beneficio opera una vez hayan transcurrido 240 días desde la fecha de la formulación de acusación, lo cual ni a la fecha de la audiencia de libertad por vencimiento de términos -12 de marzo de 2012- ni a la de presentación de la acción constitucional de Habeas Corpus ha ocurrido.
      Por otra parte teniendo en cuenta la enunciación del principio de favorabilidad que en la demanda de Habeas Corpus esbozaron los doctores ESGUERRA GONZALEZ y JIMENEZ ROJANO, resulta oportuno acudir a lo expuesto por el Magistrado Sigifredo Espinosa Pérez a través de auto del 18 de noviembre de 2011, en la impugnación de una acción constitucional de este tipo: 
“En otras palabras, la aplicación de favorabilidad establecida por la Sala en la decisión antes reseñada, sólo opera cuando esos términos de la fase del juicio se contabilizan conforme las normas eminentemente procedimentales reguladas por la Ley 906 de 2004 (artículo 175) previo a la modificación realizada por el artículo 49 de la Ley 1453 de 2011.

De forma contraria, si esos términos de la etapa enjuiciatoria han sido contabilizados atendida la modificación del artículo 49 en cita, la posibilidad de obtener la libertad por el vencimiento de los mismos sólo opera cuando han discurrido 120 días desde la formulación de acusación, acorde con lo dispuesto por el artículo 61 de la Ley 1453 tantas veces citada, que modifica el artículo 317 de la Ley 906 de 2004.

Así, se evita la paradoja que resulta de cumplir el funcionario los términos, conforme normas procedimentales de aplicación inmediata, pero a la vez estimar vencidos los mismos para así facultar una libertad que, por lo demás, carece de soporte material si se entiende que la excarcelación basada en esa causal opera precisamente como castigo al Estado por su negligencia.

Debe tomarse en consideración, además, que esos 45 días establecidos por la norma reformada para realizar las audiencias preparatoria y de juicio oral, a diferencia de los 120 que se contemplan para habilitar la libertad por vencimiento de términos, se contabilizan hábiles, acorde con lo establecido en el inciso tercero del artículo 157 de la Ley 906 de 2004
.

Entonces, es posible que cumpliendo cabalmente con lo que la ley procedimental exige, discurran más de 90 días entre la realización de la audiencia de formulación de acusación y la celebración de la audiencia de juicio oral, lo que torna aún más absurdo acudir al principio de favorabilidad para otorgar la libertad porque se han cubierto 90 días corridos entre una y otra diligencias.”
        Así pues que es claro que en el presente caso no hay lugar a aplicar el fenómeno jurídico de la favorabilidad, pues es evidente tal como se dejó sentado supra que las normas aplicables para los efectos de libertad son las 1453 y 1474 de 2011, por haber entrado en vigencia ambas sin que aun se haya realizado la respectiva formulación de acusación, lo que denota claramente que el artículo 49 de la Ley 1453 de 2011 ha operado ipso facto en el presente proceso.
En suma, estima el suscrito Magistrado que no hay lugar a conceder la presente acción constitucional, bajo el entendido que el termino aplicable para que opere la libertad de los procesados por vencimiento de términos es de 240 días a partir de la formulación de acusación, lapso de tiempo que a la fecha no ha fenecido, pues han transcurrido 107 días desde aquel momento, razón suficiente para despachar desfavorablemente el presente Habeas Corpus.
Por lo anteriormente expuesto, el suscrito magistrado de la SALA PENAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DISTRITO JUDICIAL DE SANTA MARTA, 

RESUELVE:

PRIMERO: NO CONCEDER la acción constitucional de habeas corpus postulada por las razones antes anotadas.

SEGUNDO: Por el medio más expedido y eficaz, COMUNÍQUESE lo resuelto en el presente proveído al funcionario contra quien se dirigió esta acción de Habeas Corpus y al accionante.

 TERCERO: Contra esta decisión procede el recurso de apelación
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
CARLOS MILTON FONSECA LIDUEÑA
Magistrado

� “Las actuaciones que se surtan ante el juez de conocimiento se adelantarán en días y horas hábiles, de acuerdo con el horario judicial establecido oficialmente”.
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